JURISPRUDENCIA
Impuestos provinciales. IIBB. Agente de percepción. Nulidad: alegada violación al principio de debido proceso adjetivo. Aplicación del Acuerdo Plenario 20/09. Carencia de fundamento legal valido. Responsabilidad solidaria. Frigorífico Regional General Las Heras, T.F.A.-P.B.A., Sala II, 2/12/09.

AUTOS y VISTOS: el Expte. 2306-142.380, año 2004, caratulado “Frigorífico Regional General Las Heras S.A.”; y

RESULTANDO:

Que, a fs. 1.478/1.489, obra recurso de apelación presentado por el Dr. Raúl Gutman, en representación de Frigorífico Regional General Las Heras S.A., y, a f. 1.477, la adhesión efectuada por José María Aduna, por su propio derecho, al recurso presentado por la citada firma, contra la Res. determinativa y sancionatoria 1.490/06 (4/12/06), dictada por el jefe del Departamento de Fiscalización Morón, dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas.

Que, por dicho acto, se tuvo por unificada la personería en el señor Raúl Gutman, respecto a la firma Frigorifico Regional General Las Heras S.A. y al señor Aduna José María (art. 1), se denegó la prueba informativa, pericial técnica y pericial contable, por resultar la misma improcedente por los motivos expuestos en los Considerandos del mismo (art. 2), determinando la obligación fiscal de la firma, por el ejercicio de las siguientes actividades verificadas: “Matanza de ganado bovino y procesamiento de su carne” (Código NAIIB 151110), “Venta al por mayor de materias primas pecuarias incluso animales vivos” (Código NAIIB 512120), “Venta al por mayor en comisión o consignación de productos pecuarios” (Código NAIIB 511120), “Servicios pecuarios n.c.p.” (Código NAIIB 14290), “Transporte automotor de cargas n.c.p.” (Código NAIIB 602190) y “Cultivo de cereales forrajeros” (Código NAIIB 11120), en lo referente al impuesto sobre los ingresos brutos correspondiente a los períodos fiscales 2003 –julio a diciembre– y 2004 –enero a mayo, inclusive– (art. 3), estableciendo las diferencias surgidas a favor de esa Dirección por la suma total de pesos dos millones trescientos cuarenta y nueve mil novecientos ochenta y tres con veintisiete centavos ($ 2.349.983,27) –art. 4–), aplicando al contribuyente una multa por omisión del diez por ciento (10%) del monto dejado de oblar, por haberse constatado la comisión de la infracción prevista y penada por el art. 53 del Código Fiscal t.o. en 2004 (art. 5) y estableciendo que, atento lo normado por los arts. 18, 21 y 55 del Código Fiscal t.o. en 2004, “configurara” la calidad de responsable solidario e ilimitado con el contribuyente de Autos, por el pago de los gravámenes emergentes del art. 4 del acto, recargos e intereses como asimismo por la multa aplicada en el art. 5, el Sr. Aduna José María (art. 6).

Que, a f. 1.493, la Dirección Provincial de Rentas eleva las actuaciones conforme lo normado por el art. 110 del Código Fiscal (t.o. en 2004).

Que, por Providencia del 29/5/08, se da impulso procesal a la causa y se hace saber que conocerá en la misma la Sala II integrada por la vocal de la Sexta Nominación, Dra. Silvia Inés Wolcan, conjuntamente con el vocal de la Quinta Nominación, Dr. Carlos Ariel Lapine y la vocal de la Cuarta Nominación, Dra. Laura Cristina Ceniceros. Asimismo, se intima al apelante para que, dentro del plazo de diez días, acredite el pago de la contribución establecida en el art. 12, inc. g) “in fine” de la Ley 6.716 (t.o. en Dto. 4.771/95) y, por igual término, al letrado patrocinante a que acredite el pago del anticipo previsional previsto en el art. 13 de la mencionada ley (f. 1.496).

Que, por resolución de f. 1.504, se tiene por cumplimentado el pago de la contribución y jus previsional establecidos en los arts. 12, inc. g) “in fine” y 13 de la Ley 6.716 (t.o. en Dto. 4.771/95) y, de la adhesión de f. 1.477 y del recurso de apelación obrante a fs. 1.478/1.484, se da traslado a la representación fiscal, con remisión de actuaciones, por el término de quince días, para que conteste agravios y, en su caso, oponga excepciones (art. 111 del Código Fiscal t.o. en 2004), obrando a fs. 1.505/1.508 el pertinente escrito de réplica.

Que, mediante el proveído de f. 1.512, se llama Autos para sentencia, providencia que notificada en forma (fs. 1.513/1.514), ha quedado consentida; y

CONSIDERANDO:

I. Que, a través del recurso incoado y de la adhesión formulada al mismo, señalan los accionantes los agravios que les causa la resolución apelada.

Que, en primer término, manifiestan que, oportunamente, rechazaron el ajuste practicado en su totalidad, al entender que la actividad industrial desarrollada por la firma, está amparada en la franquicia creada por el pacto federal para el empleo, la producción y el crecimiento, indicando que el mismo es el principal punto de litigio, ya que la Dirección parte de considerar que ha cesado ese beneficio por la “suspensión” dispuesta mediante la Ley 13.003 (Ley Impositiva 2003).

Que, indican, asimismo, que en relación al restante motivo de discordancia habido en la vista de actuaciones (tratamiento de la supuesta compraventa de los recuperos de faena), la Dirección modifica su criterio y considera a los ingresos derivados de la venta de menudencias de hacienda faenada y elaborada por el frigorífico, sobre hacienda de terceros, como actividad industrial.

Que, entienden, el ente fiscal no niega el carácter industrial de la actividad en todas sus formas, sino el encuadramiento legal respecto a la exención del pacto fiscal.

Que, con respecto a tal beneficio, resaltan que en cumplimiento de dicho pacto, quedaron eximidas del impuesto sobre los ingresos brutos las actividades industriales, rigiendo tal exención para la industria en cuestión, desde el 1/7/94, alcanzando a la actividad de la firma en forma total. Por su parte, señalan que la Ley Impositiva del año 2003 (Ley 13.003), “suspende” unilateralmente el beneficio para la industria frigorífica, a partir del 1/1/03.

Que, consideran, la gravabilidad sobre esos fundamentos adolece de dos defectos que califican como “capitales”. El primero, lo individualizan como la inexistencia de la “suspensión” de las leyes como categoría jurídica. En este orden, reputan que la Ley 13.003, no deroga la norma que decretó la exención, sino que la “suspende”, pero que por lo dispuesto por el art. 17 del Código Civil (hasta su derogación por Ley 17.711, circunstancia que, entienden, no modifica su permanencia como principio general del derecho de aplicación universal), la única forma de interrumpir la vigencia de una ley, es mediante su derogación.

Que, en esta línea, recuerdan lo que califican como el único antecedente nacional sobre una ley “suspendida”, considerando que el gobierno constitucional "no admite sino moverse dentro de las instituciones y los mecanismos jurídicos e institucionales que corresponden", por lo que concluyen que, la Ley 13.003, “al recurrir a un instituto jurídicamente inexistente, debe tenerse en este aspecto como inaplicable”.

Que, el segundo motivo que invalida la “suspensión”, reputan, es “la falta de facultades de la provincia para anular por sí un beneficio otorgado a través de un Tratado con la Nación y de naturaleza interprovincial”, alegando, al efecto, que la provincia recurre a la “suspensión” y no a la derogación de la ley, como técnicamente hubiese correspondido, con el único objeto de eludir el compromiso asumido, adunando que “los Tratados son para cumplirlos y no puede ser violado, ya sea por vía directa (como hubiese sido la derogación unilateral), ni tampoco en forma indirecta como la elegida (‘suspensión’ del beneficio acordado)”.

Que, en esta línea, manifiestan que la exención a la actividad industrial fue producto de un acuerdo con la Nación y las demás provincias que, como tal, está contemplado en el art. 125 de la Constitución Nacional, añadiendo que dichos instrumentos están previstos constitucionalmente en el art. 103, inc. 9 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires, que faculta al Poder Legislativo a “aprobar o desechar los tratados que el Poder Ejecutivo celebre con otras provincias ...”, de lo cual concluyen que, celebrado el acuerdo y aprobado por la Legislatura Provincial, la provincia está obligada a atenerse a las cláusulas pactadas.

Que, destacan, la referida exención, no sólo era definitiva, sino que constituía el primer paso para suprimir el impuesto sobre los ingresos brutos y que, para poder anular el pacto, no bastaba la decisión unilateral de la provincia, sino que era preciso contar con la concurrencia de voluntades de los demás firmantes (Nación y el resto de las provincias).

Que, alegan que, como la “suspensión” propone dejar sin efecto el beneficio para una categoría de beneficiados, por tiempo indefinido y sin limitación alguna, de hecho está suprimiendo un derecho patrimonial irrevocablemente adquirido por quienes ejercen actividad industrial en la provincia.

Que, consideran, frente a la existencia de una colisión de normas, sólo puede resolverse la misma “a favor del mencionado acuerdo interprovincial, no sólo porque reviste mayor jerarquía normativa, sino porque el efecto previsto por la Ley 13.003 (‘suspensión’) es una categoría jurídicamente inexistente’, reputando que, en consecuencia, se estaría privando a su parte de un derecho de naturaleza patrimonial, sobre la base de una norma legal que no tiene andamiaje jurídico y encima es inconstitucional porque viola un Tratado Interprovincial, expresando que, como “resultado, es privado de un derecho subjetivo de propiedad que incorporó a su patrimonio (la exención), en clara violación del art. 17 C.N.”.

Que, para el caso que las instancias locales confirmen la vigencia de la referida “suspensión”, hacen reserva del “caso federal” y, para el supuesto en que este Tribunal, considere fuera de su competencia la declaración de inconstitucionalidad de la Ley 13.003, dejan planteada la reserva del caso federal (art. 14, Ley 48), por violación de los arts. 16, 17, 31, 75, inc. 12 de la C.N.

Que, por otra parte, ponen de resalto que la actividad de la firma es “industrial”, destacando que, a los efectos del cuestionamiento que realizan de la aplicación de la Ley 13.003, no hay discusión entre las partes sobre tal punto, considerando innecesaria la prueba oportunamente ofrecida, no obstante lo cual expresan que, si el Tribunal mantiene dudas al respecto, puede ordenar las medidas para mejor proveer que considere necesarias.

Que, en orden a la multa aplicada por la resolución apelada, entienden que, sin perjuicio que la inexistencia de la obligación dejaría sin sustento fáctico a la pretendida multa, la misma no procedería aún en el hipotético caso que resulte válida la interpretación de la Dirección Provincial de Rentas sobre la cuestión de fondo, al considerar que se encuentra configurada la causal exculpatoria del error excusable.

Que, en esta línea, resaltan que el hecho de que exista un pacto interprovincial que exime a la industria del Impuesto que nos ocupa, hace inverosímil que pueda culparse a la empresa de omisión de dicho gravamen.

Entienden que es “evidente que el contribuyente tiene derecho a no pagar un tributo que considera jurídicamente improcedente, con fundamentos que aún en el supuesto de no prosperar, son de tal naturaleza que justifican la conducta seguida al respecto”.

Que, con relación a la responsabilidad solidaria del accionante señor José María Aduna, consideran que la normativa respectiva no puede ser aplicada en forma ilimitada por el Fisco provincial, sino que debe circunscribirse al marco de la legislación de fondo que rige a las personas jurídicas.

Que, sobre el tema, entienden que la legislación federal limita la responsabilidad de las sociedades anónimas al capital social, por ello los directivos no tienen responsabilidad personal, “salvo contadísimas excepciones, todas basadas en un comportamiento individual reprochable”. En función de ello, consideran que de ninguna manera puede caer en forma personal el directivo de la empresa en ese supuesto, y, por otro lado, el acto impugnado no menciona ningún hecho concreto que funde la decisión.

Que, asimismo, destacan que la doctrina y la jurisprudencia posee un consenso general que dicha responsabilidad sólo puede estar fundada “a título represivo”, esto es, como sanción de una conducta reprochable y que el proceder de la Dirección Provincial de Rentas, vulnera el derecho de defensa del directivo, toda vez que hace una imputación genérica que impide conocer la causa por la cual se les adjudica responsabilidad personal.

Que, alegan, la legislación federal, exclusiva y específica en la materia, no permite extender la responsabilidad de la sociedad a los directivos, por el ejercicio regular de sus funciones y que la única conclusión jurídica compatible con el marco normativo federal, es que la norma provincial es de aplicación sólo para las personas jurídicas que no tengan limitada la responsabilidad por la legislación nacional (v.g. sociedades colectivas).

Que, consideran que cualquier otra interpretación choca con la letra y el espíritu de la Constitución Nacional, ya que implicaría conferirle a las Provincias facultades que son exclusivas de la legislación nacional, dejando planteado, al respecto, el caso federal.

Que, como consecuencia de todo lo expuesto, solicitan se deje sin efecto la determinación efectuada y la sanción aplicada, excluyéndose la responsabilidad personal del miembro del directorio imputado, así como que, si por aplicación del art. 12 del Código Fiscal, no se declara la inconstitucionalidad de la “suspensión” de la exención a la actividad dispuesta por la Ley 13.003, se tenga por formulada la reserva de inconstitucionalidad de esa norma, que plantearán en la instancia de revisión judicial.

II. Que, la representación del Fisco, contesta los agravios opuestos por los accionantes, a través del escrito obrante a fs. 1.505/1.508.

Que, señala, en primer lugar, respecto del planteo de inconstitucionalidad de las normas efectuado por los recurrentes, que es una cuestión vedada a la presente instancia revisora, conforme la expresa prohibición del art. 12 del Código Fiscal t.o. en 2004, reputando inexistentes los antecedentes de los Altos Tribunales Nacional y Provincial, que hubiesen declarado la inconstitucionalidad de las leyes respectivas.

Que, a continuación, reseña precedentes del Tribunal en tal sentido, sin perjuicio de lo cual, señala que el derecho tributario es un ordenamiento de derecho sustantivo, no meramente formal o procesal, que puede regular sus institutos en forma particular, sin sujeción a ninguna otra ley de fondo, tratándose de una facultad que la provincia se ha reservado al momento del dictado de la Constitución Nacional y que se encuentra plasmada en el art. 103, inc. 1 de su carta magna, en cuanto se reserva el derecho de establecer impuestos y contribuciones; lo cual le da lugar, y en el caso la faculta, a suspender el beneficio impositivo de tales obligaciones.

Que, en orden a lo expuesto, considera que la suspensión de la exención de pago del impuesto sobre los ingresos brutos, dispuesta por la Ley 13.003 en su art. 35, resulta de aplicación al ámbito provincial y que el pacto en cuestión, no implicó para el Estado provincial la renuncia a su potestad originaria y no delegada a la Nación (arts. 121, 122 y 123 de la Constitución Nacional).

Que, aduna, tampoco “genera a favor de los contribuyentes derechos subjetivos para exigir el cumplimiento estricto del convenio, toda vez que, los particulares son terceros al mismo y en consecuencia, carecen de acción para demandar el cumplimiento de un pacto del cual no han sido parte, o la nulidad de contribuciones por presentar pugnas con la letra o la filosofía del acuerdo”, así como que “Los actos declarativos que consignan los compromisos provinciales y nacionales deben entenderse como formularios de carácter programático y por ende sin fuerza operativa, hasta tanto no sean reguladas por una Ley provincial y expresamente reconocida su vigencia”.

Que, sostiene también, en el ámbito tributario local, los beneficios impositivos deben interpretarse con carácter restrictivo, no siendo admisible la interpretación extensiva ni tampoco la integración por analogía.

Que, respecto a los agravios vertidos relativos a la actividad desarrollada por la firma de marras y el beneficio de exención, remite y da por reproducidos los argumentos contenidos en el acto apelado que fijan fehacientemente la postura de la autoridad tributaria, sin perjuicio de lo cual, entiende no puede obviarse que los propios apelantes reconocen que no hay discusión entre las partes sobre el carácter industrial de la actividad ejercida, que fue reconocida por esa autoridad al otorgarle dicho tratamiento a los ingresos derivados de la venta de los recuperos de faena realizada por el frigorífico sobre animales de terceros.

Que, en orden al agravio vinculado a la multa por omisión impuesta, cita jurisprudencia del cuerpo sobre el punto y, en cuanto al error excusable, destaca que la firma de autos no ha probado su imposibilidad en el cumplimiento de su obligación ni error alguno, “limitándose a efectuar una interpretación conveniente a sus intereses”.

Que, con relación a la imputación de responsable solidario del presidente de la firma, y la aplicación en la especie de la legislación de fondo, recuerda precedentes del Tribunal donde se ha sostenido un criterio disímil a lo pretendido en el agravio por el apelante.

III. Voto de la Dra. Silvia Inés Wolcan: que, conforme ha quedado planteada la controversia, corresponde decidir si la Res. determinativa y sancionatoria 1.490/06, dictada por el jefe del Departamento de Fiscalización Morón, dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas, resulta ajustada a derecho.

Que, al efecto, estimo necesario partir por delimitar la materia litigiosa. En esta línea, destaco que, al momento de presentar el descargo contra la Res. de inicio del procedimiento determinativo y sumarial 825/06 (fs. 1.362/1.366), los interesados plantearon dos motivos de discrepancia con las diferencias consignadas en aquel acto. En primer orden, su oposición a la “suspensión” del beneficio de exención en el impuesto sobre los ingresos brutos, dispuesta mediante la Ley 13.003 con relación a su actividad industrial, que condujera a la Dirección Provincial de Rentas a aplicar la alícuota del uno coma cinco por ciento (1,5%) desde julio a diciembre de 2003 y la del uno coma noventa y cinco por ciento (1,95%) de enero a mayo de 2004, por la actividad de “Matanza de ganado bovino y procesamiento de su carne” (Código NAIIB 151110). La restante, su discordancia con el tratamiento dado por la fiscalización –alícuota del tres por ciento (3%)–, a una parte de su actividad (la supuesta compraventa de los recuperos de faena: Código NAIIB 522210 “Venta al por menor de carnes rojas, menudencias y chacinados frescos”), sobre la base de considerar que toda su actividad posee carácter industrial y, por lo tanto, está exenta o, en su defecto gravada a la alícuota del uno coma cinco por ciento (1,5%).

Que, ahora bien, frente a esta última alegación, la autoridad de aplicación procedió a rectificar parcialmente los formularios de ajuste respectivos (fs. 1.409/1.421), circunstancia volcada en la Res. determinativa y sancionatoria 1.490/06, en cuyos “Considerandos” se explicitó respecto al tratamiento de los ingresos derivados de la venta de los “recuperos” de faena realizada por el Frigorífico, de animales de terceros, que “conforme a lo resuelto por el Tribunal Fiscal, en el fallo dictado en Autos ‘Amancay S.A.I.C.A.F.I.’ (T.F.A. Sala II, Sentencia 153, 20/2/03), ésta Dirección ratifica lo manifestado por la firma, procediéndose a rectificar los Fs. de ajuste R-113 y R-222 correspondientes a los períodos 2003 (julio a diciembre) y 2004 (enero a mayo, inclusive), los cuales constan a fs. 1.410 a 1.415, y 1.416 a 1.421, respectivamente, conforme a la Ley de Procedimiento Administrativo 7.647/71”. Específicamente, procedió a unificar los montos imponibles de las actividades de “Matanza de ganado bovino y procesamiento de su carne” (Código NAIIB 151110) y de “Venta al por menor de carnes rojas, menudencias y chacinados frescos” (Código NAIIB 522210), en la primera de tales actividades (conf. f. 1.409).

Que, a raíz de ello, sólo el conflicto vinculado al tratamiento otorgado por la Dirección Provincial de Rentas a la actividad industrial de la firma, es decir, el haber aplicado a efectos de determinar las diferencias de impuesto pertinentes, la suspensión del beneficio de exención del impuesto sobre los ingresos brutos en virtud de lo establecido mediante la Ley 13.003, se mantiene en vigencia en la presente instancia, tal como se desprende de los términos del recurso de apelación incoado y como lo manifiesta la representación del Fisco.

Que, en consecuencia, me adentraré en la consideración de tal aspecto. A ese fin, manifiesto que los agravios desplegados por los accionantes sobre el punto, se centran en dos cuestionamientos efectuados a la referida Ley Impositiva del año 2003 (Ley 13.003): 1. La inexistencia de la “suspensión” de las leyes como “categoría jurídica”; 2. La falta de facultades de la provincia para anular por sí un beneficio otorgado a través de un Tratado con la Nación, de naturaleza interprovincial.

Que, ahora bien, a efectos de determinar el alcance de las atribuciones del cuerpo para pronunciarse en las materias introducidas por los apelantes, parto por recordar que, el art. 35 de la Ley 13.003 (B.O. 6 al 10/1/03), dispuso: “Suspéndense, a partir del 1 de enero del año 2003 las exenciones del pago del impuesto sobre los ingresos brutos previstas en los arts. 39 de la Ley 11.490 y 1 de la Ley 11.518 para las siguientes actividades de producción de bienes: 3100001 Frigoríficos según la descripción del art. 39 de la Ley 11.490, contenida en los Códigos 151110, 151120, 151140 y 151190 del nomenclador de actividades del impuesto sobre ingresos brutos. 3100002 Frigoríficos en lo que respecta al abastecimiento de carnes -según la descripción del art. 39 de la Ley 11.490-, contenido en los Códigos 151110, 151120, 151140 y 151190 del nomenclador de actividades del impuesto sobre los ingresos brutos. 3100011 Fabricación de chacinados, embutidos, fiambres y carnes en conserva –según la descripción del art. 1 de la Ley 11.518-, contenida en el Código 151130 del nomenclador de actividades del impuesto sobre los ingresos brutos. 3100013 Mataderos –según la descripción del art. 1 de la Ley 11.518–, contenida en los Códigos 151110, 151140 y 151190 del nomenclador de actividades del impuesto sobre los ingresos brutos. 3100014 Preparación y conservación de carnes –según la descripción del art. 1 de la Ley 11.518–, contenida en los Códigos 151110, 151120, 151140 y 151190 del nomenclador de actividades del impuesto sobre los ingresos brutos. A los fines del presente, el nomenclador de actividades del impuesto sobre los ingresos brutos es el aprobado por Disp. Norm. D.P.R. “B” 31/99 y 36/99 (Naiib ´99)”.

Que, si bien en una primera aproximación, podría reputarse que todos los planteos accionantes se vinculan con una materia vedada, por principio, al Tribunal (examen de constitucionalidad de normas tributarias), entiendo dable el efectuar una consideración que, estimo, no excede tales límites, en tanto se orienta no hacia una ponderación constitucional, sino a la desvirtuación de la premisa de la que aquéllos parten a efectos de erigir uno de los pilares en que asientan su defensa.

Que, en efecto, en relación al primero de los planteos incoados por los apelantes (inexistencia de “suspensión” de las leyes como “categoría jurídica”), observo que el mismo, en tanto se lo confronte con las circunstancias particulares presentadas por el caso en examen, no resulta argumento certero a fin de impugnar la procedencia del ajuste.

Que, en este orden, resalto que la Ley 13.003, a través de su art. 35, no suspendió una ley anterior como aducen los accionantes, sino que se limitó a privar de efectos, a algunas de las exenciones anteriormente acordadas a través de las Leyes 11.490 y 11.518. Es decir, el mismo poder estatal que había otorgado tales beneficios, merituó, a través de los canales legales pertinentes, suspender algunos de ellos con relación a ciertas actividades.

Que, repárese, en esta línea, que la alusión efectuada por los accionantes al originario art. 17 del Código Civil (antes de su supresión mediante Ley 17.711), como fundamento jurídico de su postura, no deviene pertinente. En efecto, el análisis del contexto histórico en que la norma del Código Civil invocada por los apelantes fue sancionada, resulta demostrativo de que la misma no aludió al supuesto descripto por aquéllos, sino que se orientó hacia una hipótesis distinta, específicamente, a la relacionada con la costumbre como fuente de derecho.

Que, en esta línea, al comentar el citado precepto, ha destacado la doctrina que, el mismo, respondía a la concepción vigente al momento de dictado del Código Civil, donde la opinión corriente era la de que la costumbre no constituía una fuente de derecho en función de la irregularidad e incertidumbre que ocasionaría una posición contraria, así como de la teoría constitucional de la separación de poderes y que, el admitir “la costumbre como fuente de derecho implicaría violar estos principios, porque al lado de las leyes sancionadas por el Poder Legislativo, existirían otras, creadas o elaboradas directamente por el pueblo”, y, consecuentemente, que a “esa concepción responde el art. 17 de nuestro Código Civil en cuanto dispone que las leyes no pueden ser derogadas en todo o en parte, sino por otras leyes. El uso, la costumbre o práctica no pueden crear derechos, sino cuando las leyes se refieren a ellos ...” (conf. Arturo Acuña Anzorena, "Reflexiones sobre la Ley 17.711 de reformas al Código Civil”, La Ley T. 130, p. 1.085 y ss.).

Que, como consecuencia de lo expuesto, entiendo que, sin entrar en un examen constitucional vedado al cuerpo, la óptica de análisis propuesta por los accionantes, no resulta, en forma liminar, atendible, en tanto no se vincula con las particularidades presentadas por el supuesto legal en examen; lo que así declaro.

Que, sentado ello, observo que los restantes agravios vertidos por los apelantes sobre el tema (orientados a remarcar la falta de facultades de la provincia para anular por sí un beneficio otorgado a través de un Tratado con la Nación, de naturaleza interprovincial), transitan sí, en punto a una cuestión de carácter netamente constitucional.

Que, en función de ello, estimo dable recordar la regulación existente en el orden local respecto a las atribuciones del Tribunal en la materia. Así, nos encontramos con el art. 12 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y cc.) que preceptúa que “Los órganos administrativos no serán competentes para declarar la inconstitucionalidad de normas tributarias pudiendo no obstante, el Tribunal Fiscal, aplicar la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o Suprema Corte de Justicia de la provincia que haya declarado la inconstitucionalidad de dichas normas”. En el mismo sentido, el art. 14 de la Ley Orgánica del Tribunal (Dto.-Ley 7.603/70 y mod.), establece que “El Tribunal no podrá declarar la inconstitucionalidad de normas tributarias, pudiendo no obstante, aplicar la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y Suprema Corte de Justicia de la Provincia que haya declarado la inconstitucionalidad de dichas normas”.

Que, ahora bien, frente a lo terminante de tales preceptos y sobre la base de merituar que, la ley en cuestión, posee una existencia que este Tribunal no se encuentra habilitado a desconocer, así como tampoco a efectuar, por sí, un examen referido a la constitucionalidad del régimen legal pertinente, la incompetencia del cuerpo para pronunciarse sobre tal materia, deviene patente. Ello en tanto, no ha sido invocado por parte de los accionantes, precedente alguno emanado de los Altos Tribunales nacional y provincial que se hubiese expedido en orden a la inconstitucionalidad de dicha norma en el aspecto en que la misma resulta cuestionada en la especie; lo que así declaro (en la misma línea y frente a similar planteo de inconstitucionalidad de la Ley 13.003, esta Sala en autos “Remorini Raul Alberto”, Sentencia 5/6/08).

Que, en función de todo expuesto hasta el presente, corresponde confirmar en tal punto, el ajuste efectuado mediante el acto apelado; lo que así también declaro.

Que, sentado lo que antecede, restan por analizar aquellas dos cuestiones conexas, planteadas por los accionantes, esto es, los agravios vertidos con relación a la multa por omisión aplicada y a la responsabilidad solidaria involucrada en Autos.

Que, respecto al primero de tales agravios, cabe consignar que, habiendo sido confirmada la pretensión fiscal en punto a las diferencias determinadas, en función de las circunstancias precedentemente consignadas, la infracción por omisión de tributos, se ha configurado, en tanto la misma se materializa como una trasgresión culposa de obligaciones fiscales materiales (conf. art. 53, C.F., t.o. en 2004 y cc.).

Que, por su parte, en orden a la defensa del error excusable alegada por los apelantes a fin de excluir la aplicación de la sanción impuesta, corresponde dejar sentada su improcedencia. En efecto, no resulta una circunstancia atendible, el hecho de la alegada existencia de un “pacto interprovincial que exime a la industria del impuesto”, como causal configurativa del error excusable invocado. En este sentido, recuerdo que dicha figura requiere para su configuración, un incumpliendo razonable, prudente y adecuado a la situación, así como la existencia de graves y atendibles circunstancias que, entiendo no pueden reputarse como presentes en el caso.

Que, para finalizar, procede efectuar una consideración en relación al art. 6 del acto apelado, específicamente, señalar aquellas deficiencias que alcanzan a dicho aspecto de la resolución impugnada.

Que, en efecto, en lo referente a la responsabilidad solidaria a la que se alude en dicho precepto, se observa una irregularidad de carácter trascendental que determinará la suerte de tal materia. Ello en tanto, se vislumbra en el artículo pertinente, una imprecisión terminológica que proyecta sus efectos, sustancial e indefectiblemente, en la solución del caso. Me estoy refiriendo, concretamente, a la circunstancia de, en definitiva, no haber sido atribuida, por parte de la autoridad de aplicación, responsabilidad solidaria alguna en cabeza del accionante señor José María Aduna, con el alcance establecido por el Código de la materia.

Que, la afirmación efectuada, requiere de la formulación y desarrollo de una serie de precisiones. Así, señalo, en primer lugar, que la misma encuentra su origen en los términos utilizados por la propia Dirección Provincial de Rentas en el artículo en que se alude al referido sujeto. En efecto, como se desprende de las actuaciones, el mismo se limitó a “establecer”, que “atento lo normado por los arts. 18, 21 y 55 del Código Fiscal –Ley 10.397– t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores, configurara la calidad de responsable solidario e ilimitado con el contribuyente de autos, por el pago de los gravámenes emergentes del art. 4 del presente acto, recargos e intereses, como asimismo por la multa aplicada en el art. 5 precedente con más los intereses que pudieran corresponder, por los períodos involucrados, el Sr. Aduna José María ...”.

Que, realizando una interpretación racional e integral del orden fiscal provincial, surge que una materia de la entidad de la referida (atribución de responsabilidad solidaria a los integrantes de los órganos de administración), no admite su formulación de manera potencial. Ninguna duda puede abrigarse al efecto: las formas conjeturales y no asertivas, se encuentran vedadas en la materia, no pudiendo entenderse, a mi juicio, que el artículo citado, en la manera en que se encuentra redactado, importe una verdadera atribución de responsabilidad, ni tampoco suplir, en esta instancia, el defecto apuntado, en tanto ello importaría el sustituir la voluntad de la Dirección Provincial de Rentas, lo cual, más allá de la invasión que ello importaría a las funciones propias de dicha Dirección, ocasionaría un consecuente perjuicio al apelante en relación a la situación en que “objetivamente” se encontraba al requerir la intervención de este Tribunal.

Que, cuadra recordar que, dicha circunstancia, así como otras imprecisiones terminológicas similares, han llevado a esta Sala, por mayoría, a descalificar actos que presentaran tales deficiencias (conf. “Clínica de Psicopatología del Mar” Sentencia 1/4/08; “Medik S.A.” Sentencia 19/3/09; “Droguería Disval S.R.L.” Sentencia 30/3/09; y, especialmente, “Red Odontológica”, Sentencia 29/5/98).

Que, en virtud de la anomalía apuntada con relación a la inexistencia, en el caso, de imputación de responsabilidad solidaria, propiamente dicha, en cabeza del accionante, corresponde declarar oficiosamente, la nulidad del art. 6 de la resolución apelada.

Por ello,

RESUELVO:

1. Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación presentado a fs. 1.478/1.489 por el Dr. Raúl Gutman, en representación de Frigorífico Regional General Las Heras S.A. y a la adhesión al mismo producida por el Sr. José María Aduna obrante a f. 1.477, c/Res. determinativa y sancionatoria 1.490/06 dictada por el jefe del Departamento de Fiscalización Morón dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas. 2. Declarar la nulidad del art. 6 de dicho acto. 3. Confirmar en todo lo demás la resolución apelada. Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Voto de la Dra. Laura Cristina Ceniceros: adhiero parcialmente a lo resuelto por la Vocalía Instructora, por cuanto discrepo sobre la declaración de oficio de nulidad del art. 6 de la resolución determinativa apelada.

Liminarmente, y tal como he sostenido en distintos precedentes de esta Sala, si bien advierto la errónea terminología utilizada por el artículo de la resolución en crisis, que textualmente establece: “configurarían la calidad de responsables solidarios e ilimitados con el contribuyente de Autos, por el pago ...”, entiendo que dicha responsabilidad deja de ser una mera hipótesis en la medida en que los hechos del caso, encuadren en lo dispuesto por la norma general que rige la materia (arts. 18, 21 y 55 del C.F. t.o. en 2004) y se constituyan en causa del decisorio en cuestión.

Es criterio mayoritariamente aceptado que la nulidad es de interpretación restrictiva y que, por otra parte, la misma no procede si la desviación o carencia que tiene el acto, no vulnera la garantía esencial de defensa en juicio de los contribuyentes o responsables. Es de aplicación el principio “no hay nulidad sin perjuicio” (conf. art. 253 C.P.C.C.B.A.), por imperio del cual se deriva que la vía de nulidad sólo procede cuando la sentencia admite apelación, y por ende sólo si causa gravamen. Es decir, no existe impugnación de nulidad si no existe un interés lesionado que reclame protección. “La anulación por la anulación no vale”. Además y ello derivado de los principios de celeridad y economía procesal, el juez posee amplias facultades para evitar y subsanar de oficio las omisiones e irregularidades que se presenten durante el desarrollo de proceso, desde su inicio, con el fin de que se lo pueda sustanciar válidamente y concluir con la sentencia de mérito.

A mayor abundamiento y tal como señala Juan Carlos Cassagne: “En el derecho administrativo existe un conjunto de circunstancias que reclaman una solución autónoma, diferente que en el derecho privado, para el problema de los efectos de la declaración de invalidez. Ellas son: a) La facultad que tiene la Administración para crear unilateralmente vínculos obligatorios. b) La presunción de que siempre actúa de buena fe. c) El interés público que persigue”. (Conf. Cassagne Juan Carlos, El acto administrativo, Abeledo Perrot, 2da edición actualizada, Buenos Aires, 1981).

Asimismo, en punto a la declaración de la nulidad de oficio, la Suprema Corte ha dicho, en un fallo que merece citarse, que la misma sólo procede cuando el acto atacado “no proporciona los presupuestos fácticos necesarios para resolver las cuestiones litigiosas y no expone conclusiones claras sobre cuestiones esenciales, al extremo de impedir el conocimiento cabal de la legalidad, aunque no medie denuncia de infracción de los arts. 156 y 159 de la Constitución provincial ...” (Ver Mariño Adelia c/Cía. Fabril Financiera S.A s/daños y perjuicios, 19/8/80, entre otros, citado por Hitters, p. 541). Por lo expuesto, concluyo que en la especie, no existe vicio de legalidad, no se ha producido perjuicio alguno y los obligados solidarios han podido ejercer plenamente su derecho de defensa, por lo que cabe confirmar lo dispuesto por la resolución apelada en su art. 6, lo que así declaro.

Voto del Dr. Carlos Ariel Lapine: adhiero al voto de la Dra Silvia Inés Wolcan.

Por mayoría,

SE RESUELVE:

1. Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación presentado a fs. 1.478/1.489 por el Dr. Raúl Gutman, en representación de Frigorífico Regional General Las Heras S.A. y a la adhesión al mismo producida por el Sr. José María Aduna obrante a f. 1.477, c/Res. determinativa y sancionatoria 1.490/06 dictada por el jefe del Departamento de Fiscalización Morón dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas. 2. Declarar la nulidad del art. 6 de dicho acto. 3. Confirmar en todo lo demás la resolución apelada. Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Fdo:

Vocales: Dra. Silvia Inés Wolcan; Dra. Laura Cristina Ceniceros(por su Voto); Dr. Carlos Ariel Lapine

Prosecretaria: Dra. Adriana Magnetto
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